
 

 
 

INICIATIVA QUE REFORMA EL ARTÍCULO 1°. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 

ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, A CARGO DE LA DIPUTADA SANDRA PAOLA GONZÁLEZ 

CASTAÑEDA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA 

La suscrita, Sandra Paola González Castañeda, diputada federal de la LXIV Legislatura e integrante del Grupo 

Parlamentario de Morena, en ejercicio de las facultades que le confieren los artículos 71, fracción II, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 6, numeral 1, fracción I, 76, numeral 1, fracción II, 77, 

y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a consideración de esta soberanía la presente iniciativa 

con proyecto de decreto mediante el cual se reforma el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, al tenor de la siguiente 

Exposición de motivos 

Primero: Hablar de igualdad y de equidad nos enfrenta, sin lugar a duda, a una dicotomía dogmática según la 

cual exige del tejido normativo claros elementos interpretativos por parte del legislador, con el afán de que el 

contenido esencial de los derechos fundamentales encuentre asidero conforme a los nuevos tiempos que corren 

en la implementación de modernas fórmulas legislativas que permitan el libre desarrollo de la personalidad, tal 

como lo señalase el maestro Norberto Bobbio. 

En esta línea discursiva, dogmática y de análisis cualitativo de los contenidos esenciales de los citados derechos 

fundamentales, no podemos obviar que para que éstos alcancen el mayor nivel de irradiación entre las personas 

detentadoras de los mismos, es indispensable que la clasificación de los derechos económicos, políticos, sociales, 

ambientales, culturales, civiles, entre otros; no sólo se encuentren positivizados en el marco constitucional, sino 

que además, y por encima de todo, es invariablemente necesario el concurso de actores judiciales, académicos, 

de políticas públicas que permitan ejecutarlos y adecuarlos en el garantismo que conlleve, en sí mismo, un práctica 

cultural permanente de esos derechos hasta que el estado democrático practique la gobernanza, la dignidad y la 

calidad de vida de sus habitantes de forma vigorosa, más allá de voluntades políticas y de programas 

gubernamentales en turno, tal como lo estableciera en su obra del desarrollo constitucional del maestro Gustavo 

Zagrebelsky. 

Segundo: No obstante, la violación sistémica a los derechos humanos, la cual se ha instaurado permanentemente 

en las últimas décadas en nuestro país, nos hace suponer que la reflexión constitucional llevada a un garantismo 

legislativo de forma genérica es claramente insuficiente. Y es insuficiente puesto que el juez que aplica el control 

convencional según señala el artículo 133° en el denominado bloque constitucional, en muchas ocasiones no 

encuentra eco a la interpretación jurisprudencial que establece con el ánimo de armonizar los criterios emanados 

en sus razonamientos; por tanto, en nuestro sistema jurídico la actividad legislativa que coadyuve a la 

consolidación de estos procesos internacionales de control difuso requiere, necesariamente, de la acción decidida 

del cuerpo legislativo para alcanzar los objetivos antes planteados. 

En esta línea argumentativa, para poder establecer la tutela y aplicación efectiva de los derechos humanos de 

dignidad y al libre desarrollo de la personalidad, es preponderante que los alcances de la legislación nacional 

emanada del marco normativo vigente encuentre una armonización con los precedentes y razonamientos de 

nuestro máximo tribunal constitucional, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, quien a su vez integrará a 

través de la hermenéutica constitucional la convencionalidad de la cual nuestras instituciones jurídicas son 

vinculantes, y cuyo diálogo se establece en el “corpus iuris” internacional que el Estado mexicano reconoce y 

recepciona en una interpretación conforme a los tratados, convenios, convenciones y protocolos que nuestro país 

circunscribe y cuyo impacto. Inspiración, y jurisdicción lo recoge nuestro bloque de constitucionalidad en sinergia 

con la legislación y la jurisprudencia aplicable en nuestro país. 



 

 
 

En aras de conquistar y hacer efectiva la tutela del derecho humano a la dignidad y al libre desarrollo de la 

personalidad, inherentes e inequívocamente desarrollado su análisis y ámbito de aplicación en la transversalidad 

y multidisciplinariedad de los principios, normas y diversas legislaciones generales, orgánicas y secundarias para 

la correcta creación normativa, ejecución política, aplicación e interpretación jurisdiccional por parte de los 

poderes del Estado, en mi calidad como integrante de la representación soberana, defiendo la tesis que esta 

legislatura de la paridad de género vele por el estricto apego a los cánones constitucionales, sus principios y su 

ámbito material y espacial de validez a fin de alcanzar la justicia constitucional en nuestro país. 

Esbozaré la legislación y jurisprudencia más destacada que hace permisible y eficaz el modelo convencional que 

el Estado mexicano está obligado a respetar y desarrollar de acuerdo a nuestro orden constitucional y convencional 

internacional: 

Tercero: Legislación Internacional 

Declaración Universal de los Derechos Humanos 

“Preámbulo 

Considerando que la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el reconocimiento de la dignidad 

intrínseca y de los derechos iguales e inalienables de los miembros de la familia humana, (...) La Asamblea 

General Proclama la presente Declaración Universal de Derechos Humanos como ideal común por el que todos 

los pueblos y naciones deben esforzarse, a fin de que tanto los individuos como las instituciones, inspirándose 

constantemente en ella, promuevan, mediante la enseñanza y la educación, el respeto de estos derechos y 

libertades, y aseguren, por medidas progresivas de carácter nacional e internacional, su reconocimiento y 

aplicación universales y efectivos tanto en los pueblos de los Estados Miembros como entre los territorios 

colocados bajo su jurisdicción (...). 

Artículo 1 

Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, dotados como están de razón y 

conciencia, deben comportarse fraternalmente los unos con los otros. 

Artículo 2 

1.Toda persona tiene todos los derechos y libertades proclamados en esta Declaración, sin distinción alguna de 

raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición 

económica, nacimiento o cualquier otra condición. 

Artículo 3 

Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona. 

Artículo 6 

Todo ser humano tiene derecho, en todas partes, al reconocimiento de su personalidad jurídica. 

Artículo 7 



 

 
 

Todos son iguales ante la ley y tienen, sin distinción, derecho a igual protección de la ley. Todos tienen derecho 

a igual protección contra toda discriminación que infrinja esta Declaración y contra toda provocación a tal 

discriminación. 

Artículo 12 

Nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, su familia, su domicilio o su correspondencia, 

ni de ataques a su honra o a su reputación. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra tales 

injerencias o ataques. 

Artículo 25 

1.Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y el 

bienestar.” 

Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica) 

“Artículo 1. Obligación de respetar los derechos 

1. Los Estados parte en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y libertades reconocidos en 

ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación 

alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas, o de cualquier otra índole, origen 

nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 

2. Para los efectos de esta Convención, persona es todo ser humano. 

Artículo 2. Deber de adoptar disposiciones de derecho interno 

Si el ejercicio de los derechos y libertades mencionados en el Artículo 1 no estuviere ya garantizado por 

disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados parte se comprometen a adoptar, con arreglo a sus 

procedimientos constitucionales y a las disposiciones de esta Convención, las medidas legislativas o de otro 

carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades. 

Artículo 3. Derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica 

Toda persona tiene derecho al reconocimiento de su personalidad jurídica. 

Artículo 5. Derecho a la integridad personal 

1. Toda persona tiene derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral. 

Artículo 11. Protección de la honra y de la dignidad 

Toda persona tiene derecho al respeto de su honra y al reconocimiento de su dignidad. 

Nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida privada, en la de su familia, en su 

domicilio o en su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra o reputación. 

Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o esos ataques. 



 

 
 

Artículo 18. Derecho al nombre 

Toda persona tiene derecho a un nombre propio y a los apellidos de sus padres o al de uno de ellos. La ley 

reglamentará la forma de asegurar este derecho para todos, mediante nombres supuestos, si fuere necesario. 

Artículo 24. Igualdad ante la ley 

Todas las personas son iguales ante la ley. En consecuencia, tienen derecho, sin discriminación, a igual 

protección de la ley.” 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 

“Artículo 2 

1. Cada uno de los Estados parte en el presente Pacto se compromete a respetar y a garantizar a todos los 

individuos que se encuentren en su territorio y estén sujetos a su jurisdicción los derechos reconocidos en el 

presente Pacto, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, 

origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 

2. Cada Estado Parte se compromete a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las 

disposiciones del presente Pacto, las medidas oportunas para dictar las disposiciones legislativas o de otro 

carácter que fueren necesarias para hacer efectivos los derechos reconocidos en el presente Pacto y que no 

estuviesen ya garantizados por disposiciones legislativas o de otro carácter. 

3. Cada uno de los Estados parte en el presente Pacto se compromete a garantizar que: 

a) Toda persona cuyos derechos o libertades reconocidos en el presente Pacto hayan sido violados podrá 

interponer un recurso efectivo, aun cuando tal violación hubiera sido cometida por personas que actuaban en 

ejercicio de sus funciones oficiales; 

b) La autoridad competente, judicial, administrativa o legislativa, o cualquier otra autoridad competente 

prevista por el sistema legal del Estado, decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga tal recurso, 

y desarrollará las posibilidades de recurso judicial; 

c) Las autoridades competentes cumplirán toda decisión en que se haya estimado procedente el recurso. 

Artículo 3 

Los Estados parte en el presente Pacto se comprometen a garantizar a hombres y mujeres la igualdad en el goce 

de todos los derechos civiles y políticos enunciados en el presente Pacto. 

Artículo 6 

1.El derecho a la vida es inherente a la persona humana. Este derecho estará protegido por la ley. Nadie podrá 

ser privado de la vida arbitrariamente. 

Artículo 16 

Todo ser humano tiene derecho, en todas sus partes, al reconocimiento de su personalidad jurídica. 



 

 
 

Artículo 17 

1. Nadie será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, su familia, su domicilio o su 

correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra y reputación. 

2. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o esos ataques. 

Artículo 26 

Todas las personas son iguales ante la ley y tienen derecho sin discriminación a igual protección de la ley. A 

este respecto, la ley prohibirá toda discriminación y garantizará a todas las personas protección igual y efectiva 

contra cualquier discriminación por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de 

cualquier índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.” 

Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 

“Artículo 2 

(...) 

2.?Los Estados parte en el presente Pacto se comprometen a garantizar el ejercicio de los derechos que en el él 

se enuncian, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de 

otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 

Artículo 4 

Los Estados parte en el presente Pacto reconocen que, en ejercicio de los derechos garantizados conforme al 

presente Pacto por el Estado, éste podrá someter tales derechos únicamente a limitaciones determinadas por 

ley, sólo en la medida compatible con la naturaleza de esos derechos y con el exclusivo objeto de promover el 

bienestar general en una sociedad democrática. 

Artículo 12 

1. Los Estados parte en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel de 

salud física y mental.” 

Legislación Nacional 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

“Capítulo I 

De los Derechos Humanos y sus Garantías 

Artículo 1o. (párrafo cuarto) 

... 



 

 
 

Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las 

discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias 

sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o 

menoscabar los derechos y libertades de las personas. 

Artículo 2o. La Nación Mexicana es única e indivisible. 

La Nación tiene una composición pluricultural sustentada originalmente en sus pueblos indígenas que son 

aquellos que descienden de poblaciones que habitaban en el territorio actual del país al iniciarse la colonización 

y que conservan sus propias instituciones sociales, económicas, culturales y políticas, o parte de ellas. 

... 

A. Esta Constitución reconoce y garantiza el derecho de los pueblos y las comunidades indígenas a la libre 

determinación y, en consecuencia, a la autonomía para: 

... 

II. Aplicar sus propios sistemas normativos en la regulación y solución de sus conflictos internos, sujetándose 

a los principios generales de esta Constitución, respetando las garantías individuales, los derechos humanos y, 

de manera relevante, la dignidad e integridad de las mujeres. La ley establecerá los casos y procedimientos de 

validación por los jueces o tribunales correspondientes. 

... 

Artículo 25. Corresponde al Estado la rectoría del desarrollo nacional para garantizar que éste sea integral y 

sustentable, que fortalezca la Soberanía de la Nación y su régimen democrático y que, mediante la 

competitividad, el fomento del crecimiento económico y el empleo y una más justa distribución del ingreso y 

la riqueza, permita el pleno ejercicio de la libertad y la dignidad de los individuos, grupos y clases sociales, 

cuya seguridad protege esta Constitución. La competitividad se entenderá como el conjunto de condiciones 

necesarias para generar un mayor crecimiento económico, promoviendo la inversión y la generación de 

empleo.” 

Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación 

“Artículo 1.- Las disposiciones de esta Ley son de orden público y de interés social. El objeto de la misma es 

prevenir y eliminar todas las formas de discriminación que se ejerzan contra cualquier persona en los términos 

del Artículo 1 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como promover la igualdad de 

oportunidades y de trato. 

Para los efectos de esta ley se entenderá por: 

... 

III. Discriminación: Para los efectos de esta ley se entenderá por discriminación toda distinción, exclusión, 

restricción o preferencia que, por acción u omisión, con intención o sin ella, no sea objetiva, racional ni 

proporcional y tenga por objeto o resultado obstaculizar, restringir, impedir, menoscabar o anular el 

reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos humanos y libertades, cuando se base en uno o más de los 

siguientes motivos: el origen étnico o nacional, el color de piel, la cultura, el sexo, el género, la edad, las 



 

 
 

discapacidades, la condición social, económica, de salud o jurídica, la religión, la apariencia física, las 

características genéticas, la situación migratoria, el embarazo, la lengua, las opiniones, las preferencias 

sexuales, la identidad o filiación política, el estado civil, la situación familiar, las responsabilidades familiares, 

el idioma, los antecedentes penales o cualquier otro motivo;” 

Cuarto: Razonamientos jurisprudenciales y derecho comparado. 

Dignidad humana. Constituye una norma jurídica que consagra un derecho fundamental a favor de las 

personas y no una simple declaración ética. Localización: [J]; 10a. Época; 1a. Sala; Gaceta S.J.F.; Libro 33, 

agosto de 2016; Tomo II; Pág. 633. 1a./J. 37/2016 (10a.). 

La dignidad humana no se identifica ni se confunde con un precepto meramente moral, sino que se proyecta en 

nuestro ordenamiento como un bien jurídico circunstancial al ser humano, merecedor de la más amplia 

protección jurídica, reconocido actualmente en los artículos 1o., último párrafo; 2o., apartado A, fracción II; 

3o., fracción II, inciso c); y 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. En efecto, el Pleno 

de esta Suprema Corte ha sostenido que la dignidad humana funge como un principio jurídico que permea en 

todo el ordenamiento, pero también como un derecho fundamental que debe ser respetado en todo caso, cuya 

importancia resalta al ser la base y condición para el disfrute de los demás derechos y el desarrollo integral de 

la personalidad. Así las cosas, la dignidad humana no es una simple declaración ética, sino que se trata de una 

norma jurídica que consagra un derecho fundamental a favor de la persona y por el cual se establece el mandato 

constitucional a todas las autoridades, e incluso particulares, de respetar y proteger la dignidad de todo 

individuo, entendida ésta -en su núcleo más esencial- como el interés inherente a toda persona, por el mero 

hecho de serlo, a ser tratada como tal y no como un objeto, a no ser humillada, degradada, envilecida o 

cosificada. 

Registro número 165 813. Dignidad humana. El orden jurídico mexicano la reconoce como condición y 

base de los demás derechos fundamentales . Localización: [TA]; 9a. Época; Pleno; S.J.F. y su Gaceta; Tomo 

XXX, diciembre de 2009; Pág. 8. P. LXV/2009. 

El artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que todas las personas 

son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razones étnicas o de nacionalidad, 

raza, sexo, religión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social que atente contra la dignidad 

humana y que, junto con los instrumentos internacionales en materia de derechos humanos suscritos por 

México, reconocen el valor superior de la dignidad humana, es decir, que en el ser humano hay una dignidad 

que debe ser respetada en todo caso, constituyéndose como un derecho absolutamente fundamental, base y 

condición de todos los demás, el derecho a ser reconocido y a vivir en y con la dignidad de la persona humana, 

y del cual se desprenden todos los demás derechos, en cuanto son necesarios para que los individuos desarrollen 

integralmente su personalidad, dentro de los que se encuentran, entre otros, el derecho a la vida, a la integridad 

física y psíquica, al honor, a la privacidad, al nombre, a la propia imagen, al libre desarrollo de la personalidad, 

al estado civil y el propio derecho a la dignidad personal. Además, aun cuando estos derechos personalísimos 

no se enuncian expresamente en la Constitución General de la República, están implícitos en los tratados 

internacionales suscritos por México y, en todo caso, deben entenderse como derechos derivados del 

reconocimiento al derecho a la dignidad humana, pues sólo a través de su pleno respeto podrá hablarse de un 

ser humano en toda su dignidad. 

Derecho al libre desarrollo de la personalidad. Brinda protección a un área residual de libertad que no 

se encuentra cubierta por las otras libertades públicas. Localización: [J]; 10a. Época; 1a. Sala; Gaceta 

S.J.F.; Libro 63, febrero de 2019; Tomo I; Página 487. 1a./J. 5/2019 (10a.). 



 

 
 

La Constitución mexicana otorga una amplia protección a la autonomía de las personas, al garantizar el goce 

de ciertos bienes que son indispensables para la elección y materialización de los planes de vida que los 

individuos se proponen. Así, en términos generales, puede decirse que los derechos fundamentales tienen la 

función de “atrincherar” esos bienes contra medidas estatales o actuaciones de terceras personas que puedan 

afectar la autonomía personal. De esta manera, los derechos incluidos en ese “coto vedado” están vinculados 

con la satisfacción de esos bienes básicos que son necesarios para la satisfacción de cualquier plan de vida. En 

este orden de ideas, el bien más genérico que se requiere para garantizar la autonomía de las personas es 

precisamente la libertad de realizar cualquier conducta que no perjudique a terceros. En este sentido, la 

Constitución y los tratados internacionales reconocen un catálogo de “derechos de libertad” que se traducen en 

permisos para realizar determinadas acciones que se estiman valiosas para la autonomía de las personas 

(expresar opiniones, moverse sin impedimentos, asociarse, adoptar una religión u otro tipo de creencia, elegir 

una profesión o trabajo, etcétera), al tiempo que también comportan límites negativos dirigidos a los poderes 

públicos y a terceros, toda vez que imponen prohibiciones de intervenir u obstaculizar las acciones permitidas 

por el derecho fundamental en cuestión. Ahora bien, el derecho al libre desarrollo de la personalidad brinda 

protección a un “área residual de libertad” que no se encuentra cubierta por las otras libertades públicas. En 

efecto, estos derechos fundamentales protegen la libertad de actuación humana de ciertos “espacios vitales” 

que, de acuerdo con la experiencia histórica, son más susceptibles de ser afectados por el poder público; sin 

embargo, cuando un determinado “espacio vital” es intervenido a través de una medida estatal y no se encuentra 

expresamente protegido por un derecho de libertad específico, las personas pueden invocar la protección del 

derecho al libre desarrollo de la personalidad. De esta manera, este derecho puede entrar en juego siempre que 

una acción no se encuentre tutelada por un derecho de libertad específico. 

Derecho al libre desarrollo de la personalidad. Su dimensión externa e interna. Localización: [J]; 10a. 

Época; 1a. Sala; Gaceta S.J.F.; Libro 63, febrero de 2019; Tomo I; Página 491. 1a./J. 4/2019 (10a.). 

La libertad “indefinida” que es tutelada por el derecho al libre desarrollo de la personalidad complementa las 

otras libertades más específicas, tales como la libertad de conciencia o la libertad de expresión, puesto que su 

función es salvaguardar la “esfera personal” que no se encuentra protegida por las libertades más tradicionales 

y concretas. En este sentido, este derecho es especialmente importante frente a las nuevas amenazas a la libertad 

individual que se presentan en la actualidad. Ahora bien, la doctrina especializada señala que el libre desarrollo 

de la personalidad tiene una dimensión externa y una interna. Desde el punto de vista externo, el derecho da 

cobertura a una genérica “libertad de acción” que permite realizar cualquier actividad que el individuo 

considere necesaria para el desarrollo de su personalidad. En cambio, desde una perspectiva interna, el derecho 

protege una “esfera de privacidad” del individuo en contra de las incursiones externas que limitan la capacidad 

para tomar ciertas decisiones a través de las cuales se ejerce la autonomía personal. Al respecto, si bien en un 

plano conceptual puede trazarse esta distinción entre los aspectos externos e internos, resulta complicado 

adscribir los casos de ejercicio de este derecho a una sola de estas dimensiones. Ello es así, porque las acciones 

que realizan los individuos en el ejercicio de su autonomía personal suponen la decisión de llevar a cabo esa 

acción, al tiempo que las decisiones sobre aspectos que en principio sólo incumben al individuo normalmente 

requieren de ciertas acciones para materializarlas. En todo caso, parece que se trata de una cuestión de énfasis. 

Así, mientras que hay situaciones en las que el aspecto más relevante de la autonomía personal se aprecia en la 

acción realizada, existen otras situaciones en las que el ejercicio de la autonomía se observa más claramente a 

través de la decisión adoptada por la persona. 

Derecho al libre desarrollo de la personalidad. Aspectos que comprende. Localización: [TA]; 9a. Época; 

Pleno; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXX, diciembre de 2009; Pág. 7. P. LXVI/2009. 

De la dignidad humana, como derecho fundamental superior reconocido por el orden jurídico mexicano, deriva, 

entre otros derechos personalísimos, el de todo individuo a elegir en forma libre y autónoma su proyecto de 



 

 
 

vida. Así, acorde a la doctrina y jurisprudencia comparadas, tal derecho es el reconocimiento del Estado sobre 

la facultad natural de toda persona a ser individualmente como quiere ser, sin coacción ni controles 

injustificados, con el fin de cumplir las metas u objetivos que se ha fijado, de acuerdo con sus valores, ideas, 

expectativas, gustos, etcétera. Por tanto, el libre desarrollo de la personalidad comprende, entre otras 

expresiones, la libertad de contraer matrimonio o no hacerlo; de procrear hijos y cuántos, o bien, decidir no 

tenerlos; de escoger su apariencia personal; su profesión o actividad laboral, así como la libre opción sexual, 

en tanto que todos estos aspectos son parte de la forma en que una persona desea proyectarse y vivir su vida y 

que, por tanto, sólo a ella corresponde decidir autónomamente. 

Igualdad. Criterios para determinar si el legislador respeta ese principio constitucional. Localización: [J]; 

9a. Época; 1a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXIV, septiembre de 2006; Página 75. 1a./J. 55/2006. 

La igualdad en nuestro texto constitucional constituye un principio complejo que no sólo otorga a las personas 

la garantía de que serán iguales ante la ley en su condición de destinatarios de las normas y de usuarios del 

sistema de administración de justicia, sino también en la ley (en relación con su contenido). El principio de 

igualdad debe entenderse como la exigencia constitucional de tratar igual a los iguales y desigual a los 

desiguales, de ahí que en algunas ocasiones hacer distinciones estará vedado, mientras que en otras estará 

permitido o, incluso, constitucionalmente exigido. En ese tenor, cuando la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación conoce de un caso en el cual la ley distingue entre dos o varios hechos, sucesos, personas o colectivos, 

debe analizar si dicha distinción descansa en una base objetiva y razonable o si, por el contrario, constituye una 

discriminación constitucionalmente vedada. Para ello es necesario determinar, en primer lugar, si la distinción 

legislativa obedece a una finalidad objetiva y constitucionalmente válida: el legislador no puede introducir 

tratos desiguales de manera arbitraria, sino que debe hacerlo con el fin de avanzar en la consecución de 

objetivos admisibles dentro de los límites marcados por las previsiones constitucionales, o expresamente 

incluidos en ellas. En segundo lugar, es necesario examinar la racionalidad o adecuación de la distinción hecha 

por el legislador: es necesario que la introducción de una distinción constituya un medio apto para conducir al 

fin u objetivo que el legislador quiere alcanzar, es decir, que exista una relación de instrumentalidad entre la 

medida clasificatoria y el fin pretendido. En tercer lugar, debe cumplirse con el requisito de la proporcionalidad: 

el legislador no puede tratar de alcanzar objetivos constitucionalmente legítimos de un modo abiertamente 

desproporcional, de manera que el juzgador debe determinar si la distinción legislativa se encuentra dentro del 

abanico de tratamientos que pueden considerarse proporcionales, habida cuenta de la situación de hecho, la 

finalidad de la ley y los bienes y derechos constitucionales afectados por ella; la persecución de un objetivo 

constitucional no puede hacerse a costa de una afectación innecesaria o desmedida de otros bienes y derechos 

constitucionalmente protegidos. Por último, es de gran importancia determinar en cada caso respecto de qué se 

está predicando con la igualdad, porque esta última constituye un principio y un derecho de carácter 

fundamentalmente adjetivo que se predica siempre de algo, y este referente es relevante al momento de realizar 

el control de constitucionalidad de las leyes, porque la Norma Fundamental permite que en algunos ámbitos el 

legislador tenga más amplitud para desarrollar su labor normativa, mientras que en otros insta al Juez a ser 

especialmente exigente cuando deba determinar si el legislador ha respetado las exigencias derivadas del 

principio mencionado. 

Quinto: Cabe resaltar, que una vez reformada nuestra carta magna, elevando a rango constitucional la defensa y 

protección de los derechos humanos invocada en el artículo 1o., párrafo segundo respecto al principio pro persona 

en junio de 2011, nuestro país se vio inmerso en una serie de recomendaciones por parte de los organismos 

vigilantes en la materia, tal es el caso del Examen Periódico Universal del año 2013, según el cual recomienda 

categóricamente a nuestro sistema jurídico, cito: “Eliminar todas las disposiciones discriminatorias de la 

legislación de algunos estados de la república, así como establecer mecanismos de seguimiento que permitan la 

aplicación y repercusión de las normas y medidas adoptadas con el objeto de promover la igualdad de derechos 

y la no discriminación para todos los ciudadanos, en particular para grupos en situación de vulnerabilidad como 



 

 
 

las mujeres, los niños, las minorías étnicas y las comunidades lesbianas, gays, bisexuales y transexuales, entre 

otros”, en esa misma línea discursiva, se pronuncia en “continuar la promoción de la legislación y las medidas 

para eliminar la discriminación, así como fortalecer los derechos de los grupos desfavorecidos”, todo ello en 

perfecta sintonía y congruencia con lo estipulado en el artículo 16 de la Declaración Universal de los Derechos 

Humanos. 

En nuestro sistema jurídico, la ausencia de diálogo entre el máximo Tribunal Constitucional de la nación, el cual 

se erige como el intérprete de la carta fundamental y de los principios rectores que de ella emanan, y los poderes 

legislativos federal y locales de la Unión es evidente. Muestra de ello es la inacción de esta soberanía para legislar 

sobre un tema de imperiosa actualidad en nuestra sociedad, el cual estamos llamados a elevar a categoría de 

normal, conforme al respeto en la diversidad y pluralidad que demandan nuestros conciudadanos. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a consideración a la Cámara de Diputados del honorable 

Congreso de la Unión la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se reforma el párrafo quinto del artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos 

Único : Se reforma el párrafo quinto del artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

para quedar como sigue: 

Artículo 1o.: En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos 

en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, así como de las 

garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las 

condiciones que esta Constitución establece. 

Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta Constitución y con los 

tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia. 

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y 

garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, 

indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las 

violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley. 

Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos Mexicanos. Los esclavos del extranjero que entren al territorio 

nacional alcanzarán, por este solo hecho, su libertad y la protección de las leyes. 

Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las 

discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, la orientación e 

identidad sexual , el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular 

o menoscabar los derechos y libertades de las personas. 

Transitorio 

Único : El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

 



 

 
 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 8 de marzo 2021. 

Diputada Sandra Paola González Castañeda (rúbrica) 

 


